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OPINIÓN Nº 088-2008/DOP
Entidad:


Superintendencia Nacional de Administración Tributaria 




(SUNAT)
Asunto:


Plazos especiales de vigencia contractual
Referencia:


Oficio N.º 005-2008-SUNAT/2B2000
1.
ANTECEDENTES


Mediante el documento de la referencia, el Gerente (e) Procesal y Administrativo de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (en lo sucesivo la Entidad), formula consulta sobre el plazo máximo que debe considerarse para las renovaciones sucesivas de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles. 

2. CONSULTA Y ANÁLISIS
En principio, cabe precisar que las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos de conformidad con lo establecido en el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en lo sucesivo “la Ley”), la Segunda Disposición Final de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en lo sucesivo “el Reglamento”), y el procedimiento 26 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF. 
En virtud de ello, el presente análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna. Efectuada tal precisión corresponde absolver la consulta formulada por la Entidad en los siguientes términos:
¿Cuál es el plazo máximo que se debe considerar para las prórrogas consecutivas de contratos de arrendamiento?     
2.1 Al respecto, cabe precisar que, por regla general, los contratos deben ejecutarse dentro del ejercicio presupuestal en el cual se aprobó la disponibilidad de recursos necesarios para el pago de las obligaciones derivados de ellos
. Por tanto, los plazos previstos para la ejecución de las obligaciones, en principio, tendrían que sujetarse al ejercicio vigente.
No obstante, el artículo 11º de la Ley establece, como excepción, que pueden efectuarse adquisiciones o contrataciones “cuyo desarrollo se prolongue por más de un ejercicio presupuestario”, bastando para ello con adoptar las previsiones necesarias para garantizar el pago de las obligaciones a cargo de la Entidad. 
Como complemento de lo anterior, el numeral 1) del artículo 205º del Reglamento establece que las Bases de un proceso de selección “pueden establecer que el plazo del contrato sea por más de un ejercicio presupuestal, hasta un máximo de tres (3), salvo que por leyes especiales o por la naturaleza de la prestación se requieran plazos mayores, siempre y cuando se adopten las previsiones presupuestarias necesarias para garantizar el pago de las obligaciones”.
2.2 Ahora bien, el numeral 4) del artículo 205º del Reglamento precisa que, en los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, el plazo del contrato podrá ser hasta un máximo de tres (03) ejercicios, renovables por igual o menor plazo en forma sucesiva; reservándose la Entidad el derecho de resolver unilateralmente el contrato antes del vencimiento previsto, sin reconocimiento de lucro cesante ni daño emergente, sujetándose los reajustes que pudieran acordarse al Índice de Precios al Consumidor que establece el Instituto Nacional de Estadística e Informática – INEI.   
El citado artículo del Reglamento faculta a las Entidades públicas a celebrar contratos de arrendamiento de bienes inmuebles por plazos extensos los que incluso, dependiendo de la necesidad de la Entidad, podrían ser ampliados. De esta forma, la citada disposición se aparta de las reglas generales que rigen la extensión y vigencia de los contratos públicos, que se sustentan en la naturaleza eminentemente temporal de los contratos del Estado.

Ahora bien, en atención a la normativa vigente, dicha prerrogativa sólo podría encontrar justificación en el propósito que persigue toda contratación pública, cual es que las Entidades obtengan los bienes, servicios y obras necesarias para la atención de sus funciones esenciales, en la calidad requerida, a precios y costos adecuados y en el tiempo oportuno.

Es así que someter la vigencia de un contrato de arrendamiento de bien inmueble a un plazo fijo e improrrogable podría resultar inadecuado, debido a las consecuencias que ello genera, como tener que suscribir un nuevo contrato con proveedor distinto a la finalización del contrato anterior, teniendo que efectuarse el traslado o movilización del equipamiento, bienes, acervo documentario, personal o, en general, del centro de atención de los servicios públicos instalado en los locales de las Entidades, con los consecuentes riesgos, costos administrativos y la insatisfacción de los usuarios de dichos servicios.

En ese sentido, para asegurar el cumplimiento de dicha finalidad, el Reglamento ha previsto que, en el caso de los contratos de arrendamiento de inmuebles se permita la renovación periódica y sucesiva de los contratos, considerando ciertas restricciones que, concretamente, no están referidas a las veces o al tiempo máximo de dichas ampliaciones, sino a otros aspectos a saber: el plazo de cada renovación deberá ser igual o menor al plazo original; la Entidad debe incluir en el contrato una cláusula de resolución unilateral (relacionado con la potestad que mantiene el Estado de desvincularse cuando, previa evaluación, considere necesario varios el centro de operaciones o producción de los servicios) y que en caso de pactarse reajustes en el precio, estos deberán sujetarse al Índice de Precios al Consumidor que establece el Instituto Nacional de Estadística e Informática. 
Considerando dichas restricciones, las Entidades del Estado se encontrarían habilitadas a extender el plazo del contrato de arrendamiento de bien inmueble. No obstante, cabe precisar que la norma no ha previsto limitación en cuanto a las veces y al tiempo máximo en que puede ser ampliado este tipo de contrato.

3.
CONCLUSIÓN
Los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles pueden considerar un plazo original de hasta tres años, renovables por igual o menor plazo, de manera sucesiva, incluyendo una cláusula de resolución unilateral a favor de la Entidad. El Reglamento no ha previsto limitación en cuanto a las veces o al tiempo máximo en que puede ser ampliado este tipo de contrato.

Jesús María, 28 de noviembre de 2008
VVS/MMB
� En este punto, cabe precisar que, según lo dispuesto en el artículo 11º de la Ley, es requisito para convocar un proceso de selección, entre otros, contar con disponibilidad de recursos e identificar la fuente de financiamiento.








